EL ROSTRO DEL SIDA EN PRISIÓN 
1 de diciembre, Día Mundial de Lucha contra el Sida
Por la integración de la sanidad penitenciaria en el Servicio Andaluz de Salud: una Ley en el olvido
Federación Andaluza de Drogodependencias y Sida ENLACE y A.L.A.T.
La incidencia del sida y de otras enfermedades graves es altísima en prisión en relación a la calle. Y, por el contrario, la atención sanitaria que reciben las personas presas es insuficiente y muy inferior a la que reciben las personas en libertad. Para terminar con esta discriminación, la Ley de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud estableció como fecha límite noviembre de 2004 para integrar la atención sanitaria de prisión en el Sistema Nacional de Salud, en nuestro caso, en el Servicio Andaluz de Salud (SAS). Han pasado más de dos años y la Ley ni se ha cumplido ni se perciben intenciones de hacerlo. No sólo se trata de una cuestión legal o de respeto al Derecho a la Salud y de humanidad con una población deteriorada. No sólo consiste en reducir el derroche económico que supone mantener dos redes sanitarias paralelas. Es que, además, se está ignorando un problema que también es de salud pública y nos afecta a todos.
UNA DURA REALIDAD...
En la actualidad, 65.000 personas están presas en cárceles del Estado (14.000 en Andalucía) con un perfil marcado por la pobreza y la marginación. España es el país europeo con la tasa más alta de presos (140 por cada 100.000 habitantes) a pesar de que nuestra tasa de criminalidad está 20 puntos por debajo de la media europea. Es un tópico la idea de que se entra por una puerta de la cárcel y se sale enseguida por la otra. La mayoría de personas presas (53%) llevan encerradas más de 6 años.

Entre el 70% y el 80% de las personas encarceladas presentan problemas de drogodependencias. Un 82’8% de la población reclusa no tiene estudios o sólo primarios. La tasa de paro antes del ingreso en prisión triplica a la de la población general.

Las tasas de enfermedades infecciosas graves, mucho más elevadas que las de la población general, son alarmantes. Entre un 18’6% y un 15% de presos tiene vih, cuando esta enfermedad en la calle afecta al 0’3% de la población. Un 4’2% de la población reclusa padece sida y un 41%, hepatitis. Además, el 25’7% de presos presenta trastornos psicopatológicos. El hacinamiento de las prisiones, sobreocupadas en un 138%, propicia la expansión de enfermedades infecciosas. 

No podemos olvidar las cifras de muertes en prisión. En 2005, murieron 201 personas que estaban presas: entre estas muertes, 35 fueron por vih/sida, 43 por sobredosis de drogas y otras 33, por suicidios. 

UNA ATENCIÓN SANITARIA EN CRISIS…
Frente a una realidad abrumadora de personas drogodependientes, con enfermedades graves y seriamente hacinadas, encontramos que la atención sanitaria en prisión es insuficiente, inadecuada y discriminatoria.  

* Las personas presas son atendidas por una red sanitaria aislada de la sanidad pública y gestionada por la Dirección General de Instituciones Penitenciarias. Un médico en prisión depende jerárquicamente de una autoridad no sanitaria. La seguridad y la custodia están por encima de la salud.

* El personal sanitario en las prisiones es insuficiente, así como los recursos disponibles. Existe 1 funcionario de seguridad por cada 5 presos, pero tan sólo 1 médico por cada 162 presos y 1 Diplomado Universitario de Enfermería (DUE) por cada 127 presos. Las enfermerías de las prisiones tienen 1 cama por cada 18 presos y se cuenta con 1 cama de hospital por cada 155 presos. 

* En las prisiones sólo existen equipos de atención primaria. Por ejemplo, no existen especialistas de enfermedades infecciosas graves. Es como si una persona con Sida fuera atendida por un médico de un centro de salud, que no conoce bien la enfermedad ni cuenta con los medios adecuados para tratarla.

* Existe descoordinación con la red pública a la hora de garantizar el acceso a tratamiento especializado, sobre todo en lo relativo al traslado de presos a consultas especializadas en el exterior o su ingreso en hospitales públicos. Muchas citas se pierden por la falta de efectivos de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado para el traslado, que debería hacerse de forma más flexible, utilizando, por ejemplo, ambulancias como ocurre con el resto de ciudadanos.

* Los programas de control y seguimiento de enfermedades infecciosas son muy limitados. Por ejemplo, según datos de 2005, en todo el Estado existían 33 programas de intercambio de jeringuillas y sólo 2 en Andalucía, a pesar de que la cuarta parte de los presos ha utilizado jeringuillas en algún momento de su vida y más del 11% se inyectaba de forma habitual antes de su ingreso en prisión. Los programas de reducción de daños como el de jeringuillas son esenciales para reducir la expansión del sida entre personas drogodependientes. 
¿Qué pedimos?
* Integración de la sanidad penitenciaria en el Servicio Andaluz de Salud, haciéndose efectiva la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.

* Implantación en prisión de todos los programas de tratamiento de drogodependencias y salud que existen en la calle.

* Acceso a médicos especialistas, garantizando los medios necesarios para el traslado de los enfermos a los hospitales, evitando la pérdida de citas.

* Excarcelación de las personas presas con enfermedades graves y creación de recursos de acogida para aquellas que no tengan personas o entidades que las acojan.
